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			Dedico este libro al militante anónimo 

			de los derechos humanos, 

			que en cualquier lugar del planeta, 

			sin recursos y sin reflectores, 

			trabaja por un mundo mejor.

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

			El Sr. Wackeneim, en Francia, quería hacer parte de un espectáculo conocido como “lanzamiento del enano”, en el cual los clientes de una casa nocturna habrían de lanzarlo a la mayor distancia posible. La Sra. Evans, en el Reino Unido, después de perder los ovarios, quería que le implantaran en su útero embriones fecundados con sus óvulos y el semen de su ex esposo, de quien se había divorciado. La familia de la Sra. Englaro, en Italia, quería suspender los procedimientos médicos y dejarla morir en paz, después de diecisiete años en estado vegetativo. Al Sr. Ellwanger, en Brasil, le gustaría continuar publicando textos en que se niega el Holocausto. El Sr. Lawrence, en Estados Unidos, deseaba mantener relaciones homosexuales con su compañero sin ser considerado un criminal. A la Sra. Lais, en Colombia, le gustaría que le reconocieran su derecho a ejercer sus actividades como trabajadora sexual, también conocidas como prostitución. El Sr. Gründgens, en Alemania, pretendía impedir la reedición de un libro basado en la vida de su padre y que consideraba una ofensa a su reputación. La Sra. Grootboom, en Sudáfrica, en situación de gran pobreza, solicitaba al poder público un techo para ella y para su familia. El joven Perruche, en Francia, representado por sus padres, quería recibir una indemnización por el hecho de haber nacido, es decir, por no haber sido abortado, por cuanto un error de diagnóstico no permitió prever el riesgo grave de lesión física y mental que padecía el feto.

			En todos esos casos reales, decididos por altas cortes alrededor del mundo, se advierte un rasgo en común: de forma implícita o expresa, subyace a cada una de las decisiones correspondientes la necesidad de fijar el sentido y el alcance de la idea de dignidad humana. En las últimas décadas, la dignidad humana se ha convertido en uno de los más grandes ejemplos de consenso ético del mundo occidental. Es mencionada en incontables documentos internacionales, constituciones nacionales, leyes y decisiones judiciales. En el plano abstracto, pocas ideas se equiparan a ella en su capacidad para encantar el espíritu y obtener adhesión unánime. Sin embargo, en términos prácticos, la dignidad, como concepto jurídico, funciona frecuentemente como un simple espejo, en el cual cada uno proyecta sus propios valores. No es casualidad, entonces, que la dignidad, en todo el mundo, haya sido invocada por las partes en disputa, en materias como el aborto, la eutanasia, el suicidio asistido, las uniones homosexuales, el hate speech (manifestaciones de odio hacia determinados grupos, por motivos de raza, religión, orientación sexual o cualquier otro factor), la clonación, la ingeniería genética, las cirugías de cambio de sexo, la prostitución, la despenalización de las drogas, el derribo de aviones secuestrados, la protección contra la autoincriminación, la pena de muerte, la cadena perpetua, el uso del detector de mentiras, la huelga de hambre o la exigibilidad de los derechos sociales. La lista es larga.

			En Estados Unidos, las referencias a la dignidad humana en la jurisprudencia de la Corte Suprema se remontan a la década de los años cuarenta del siglo pasado. Sin embargo, el uso del concepto en el derecho americano ha sido episódico y poco desarrollado1, relativamente incoherente y contradictorio2, además de carente de mayor especificidad y claridad3. A pesar de ello, es perceptible, en los últimos años, una tendencia de las cortes americanas al uso de la idea de dignidad humana en casos que involucran derechos fundamentales, como el derecho a la intimidad y a la igualdad, a la prohibición de registros e incautaciones inconstitucionales, y de castigos crueles y degradantes, además del “derecho a morir”4. La adopción de una idea ampliada de dignidad humana como uno de los fundamentos del Bill of Rights de Estados Unidos fue elogiada como un salto cualitativo por una serie de renombrados autores5, aunque esa compresión no sea unánime. En la judicatura y en la academia, voces como la del juez ANTONIN SCALIA o la del profesor JAMES WHITMAN se opusieron enfáticamente a la función de la dignidad humana en la interpretación constitucional y en el razonamiento jurídico en general, además de cuestionar su necesidad, conveniencia y constitucionalidad6. Además, algunos ven con desagrado, cuando no con horror, la simple posibilidad de recurrir a las contribuciones doctrinarias y jurisprudenciales extranjeras sobre la dignidad humana, con la finalidad de establecer una visión común respecto de su significado7.

			Las ideas que siguen están basadas en el presupuesto de que la dignidad humana es un concepto valioso, con importancia creciente en la interpretación constitucional, y que puede desempeñar un papel central en la fundamentación de decisiones que involucran cuestiones moralmente complejas. Teniendo eso en cuenta, el presente trabajo busca alcanzar tres objetivos principales. El primero de ellos es demostrar la importancia que la dignidad humana ha asumido en la jurisprudencia nacional e internacional, así como en el discurso transnacional8. Se busca demostrar, con ese fin, que Estados Unidos, aunque tímidamente, viene alineándose en esa tendencia, y que no hay motivos para que no deba hacerlo. El segundo objetivo es el de precisar la naturaleza jurídica de la dignidad de la persona humana –¿derecho fundamental, valor absoluto o principio jurídico?– y definir su contenido mínimo, el cual, como aquí se sostiene, está compuesto por tres elementos: el valor intrínseco de cada ser humano, la autonomía individual y el valor comunitario. El propósito planteado es el de determinar las implicaciones jurídicas asociadas a cada uno de esos elementos, es decir, establecer cuáles son los derechos fundamentales, los deberes y las responsabilidades que de ellos derivan. El tercer y último objetivo es mostrar cómo la definición de la naturaleza jurídica y del contenido mínimo de la dignidad humana puede ser útil para la estructuración del razonamiento jurídico en los casos difíciles. Como ejemplos para confirmar el argumento central del trabajo son utilizados los casos de aborto, matrimonio entre personas del mismo sexo y suicidio asistido.

			La globalización del derecho es una característica esencial del mundo moderno9, que promueve, en su actual etapa, la confluencia entre el derecho constitucional, el derecho internacional y los derechos humanos. Las instituciones nacionales e internacionales procuran establecer el marco para la utopía contemporánea: un mundo de democracias, comercio justo y promoción de los derechos humanos10. La dignidad humana es una de las ideas centrales de ese escenario. Ya ha pasado el momento de transformarla en un concepto más sustantivo en el ámbito del discurso jurídico, en el que ella ha funcionado frecuentemente como un mero ornamento retórico, cómodo recipiente de un contenido amorfo.



		

	
		
			CAPÍTULO PRIMERO
 LA DIGNIDAD HUMANA EN EL DERECHO CONTEMPORÁNEO

			I. ORIGEN Y EVOLUCIÓN

			En una línea de desarrollo que se remonta a la antigua Roma, atraviesa la Edad Media y llega hasta el surgimiento del Estado liberal, la dignidad –dignitas– era un concepto asociado al estatus personal de algunos individuos o a la prominencia de determinadas instituciones11. Como un estatus personal, la dignidad representaba la posición política o social derivada primariamente de la titularidad de determinadas funciones públicas, así como del reconocimiento general de logros personales o de integridad moral12. El término fue utilizado también para calificar ciertas instituciones, como la persona del soberano, la corona o el Estado, en referencia a la supremacía de sus poderes13. En cada caso, de la dignidad derivaba un deber general de respeto, honor y deferencia, debido a aquellos individuos e instituciones merecedores de dichas distinciones, un deber cuyo incumplimiento podía ser sancionado con medidas civiles y penales14. Hasta el final del siglo XVIII, la dignidad aún no estaba relacionada con los derechos humanos. En efecto, en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 ella estaba entrelazada con cargos y posiciones públicas15; en Estados Unidos, las referencias a la dignidad en los Artículos Federalistas, por ejemplo, se referían a cargos, al gobierno o a la nación como un todo16. Por lo tanto, en la cultura occidental, empezando con los romanos y llegando hasta el siglo XVIII, el primer sentido atribuido a la dignidad –como categorización de los individuos– estaba asociado a un estatus superior, una posición o clase social más alta.

			Como se percibe, la dignidad en su sentido premoderno presuponía una sociedad jerarquizada, en la cual la desigualdad entre diferentes categorías de individuos era parte constitutiva de los arreglos institucionales. En general, la dignidad era equivalente a la nobleza, lo cual implicaba un tratamiento especial, derechos exclusivos y privilegios. Sobre esas premisas, no parece correcto entender la idea contemporánea de dignidad humana como un desarrollo histórico del concepto romano de dignitas hominis. Incorporada en documentos internacionales, tratados y constituciones como la base para un orden nacional e internacional fundamentado en la libertad y la igualdad –muchos añadirían la solidaridad–, no parece posible, en modo alguno, asociar ambas ideas en una relación lineal de sucesión. La noción actual de dignidad humana no sustituye a la antigua, pues es producto de una historia diferente, que corrió paralela a la narrativa antes presentada. Debe quedar claro, sin embargo, que el entendimiento actual de dignidad humana posee orígenes religiosos y filosóficos que se remontan muchos siglos atrás. Este entendimiento es quizá casi tan antiguo como el anterior.

			La dignidad humana, como es actualmente comprendida, se mueve sobre el presupuesto de que cada ser humano posee un valor intrínseco y disfruta de una posición especial en el universo. Diversas religiones, teorías y concepciones filosóficas buscan justificar esa visión metafísica. El largo desarrollo de la comprensión contemporánea de la dignidad humana se inició con el pensamiento clásico17 y tiene como marcos la tradición judaico-cristiana, la Ilustración y el periodo inmediatamente posterior al final de la Segunda Guerra Mundial. Desde una perspectiva religiosa, el monoteísmo hebraico ha sido considerado como el punto inicial: la unidad de la raza humana es el corolario natural de la unidad divina18. Las ideas centrales que están en el núcleo de la dignidad humana pueden ser encontradas en el Antiguo Testamento, la Biblia judaica: Dios creó el ser humano a su propia imagen y semejanza (Imago Dei)19 e impuso sobre cada persona el deber de amar a su prójimo como a sí mismo20. Esas máximas son repetidas en el Nuevo Testamento cristiano21. Debido a su influencia decisiva sobre la civilización occidental, muchos autores enfatizan el papel del cristianismo en la formación de aquello que vino a ser conocido como dignidad humana, y encuentran en los Evangelios elementos de individualismo, igualdad y solidaridad que fueron fundamentales en el desarrollo contemporáneo de su alcance22. Es difícil exagerar el papel que el cristianismo en general, así como la Iglesia Católica y los reyes y filósofos católicos, desempeñaron en la historia de la cultura europea, particularmente después del siglo IV. No debe ser ignorado, sin embargo, que la Iglesia en sí, como institución humana, ha estado en desacuerdo con la dignidad humana en diversas ocasiones, por ejemplo, cuando estuvo de acuerdo con la esclavitud y con la persecución de los “herejes”23, como hasta los fieles más devotos reconocen24. Después del Renacimiento, la lenta pero constante secularización de la sociedad redujo progresivamente la influencia temporal de la religión25.

			En relación con los orígenes filosóficos de la dignidad humana, el gran orador y estadista romano MARCO TULIO CICERÓN fue el primer autor en utilizar la expresión “dignidad del hombre”, en el sentido que viene siendo explorado en el presente trabajo26. El concepto surgió, por lo tanto, con contornos puramente filosóficos, derivados de la tradición política romana, sin connotación o conexión religiosa ninguna. Desde esa primera utilización ha sido asociado con la razón y con la capacidad de tomar libremente decisiones morales27. A lo largo de la Edad Media, la dignidad humana estuvo entrelazada con la religión; en la civilización occidental, las tradiciones éticas y religiosas tradicionalmente se han superpuesto28. Fue solo en 1486, con GIOVANNI PICO, Conde de Mirandola, que la ratio philosophica empezó a alejarse de su subordinación a la ratio theologica. Su famoso discurso Oratio de Hominis Dignitate (“Oración sobre la Dignidad del Hombre”) es considerado el manifiesto fundador del humanismo renacentista. En ese texto, PICO DELLA MIRANDOLA justifica la importancia de la búsqueda humana por el conocimiento, trayendo al hombre y la razón al centro del mundo, en el umbral de la Edad Moderna29. No es una sorpresa, por lo tanto, que sus tesis hayan sido consideradas heréticas por el papa Inocencio VIII y, consecuentemente, prohibidas por la Inquisición30. Otros pensadores hicieron contribuciones importantes al diseño de la idea moderna de dignidad humana, entre ellos el teólogo español FRANCISCO DE VITORIA, conocido por la firme defensa de los derechos de los indígenas contra la acción de los colonizadores en el Nuevo Mundo31, y al filósofo alemán SAMUEL PUFENDORF, un precursor de la Ilustración y un pionero en la concepción secular de la dignidad humana, que fundó sobre la base de la libertad moral32.

			Si bien no se deben ignorar las contribuciones de los teóricos contractualistas como HOBBES, LOCKE y ROUSSEAU –con sus importantes ideas de derecho natural, libertad y democracia, respectivamente–, es apenas con la Ilustración que el concepto de dignidad humana empieza a ganar impulso. Solo entonces la búsqueda de la razón, el conocimiento y la libertad fue capaz de romper la muralla del autoritarismo, la superstición y la ignorancia, que la manipulación de la fe y de la religión había construido en torno de las sociedades medievales33. Como PETER GAY afirmó en su ya clásico libro, la Ilustración fue un programa de “secularismo, humanismo, cosmopolitismo y libertad”, un paganismo moderno, con miras a la emancipación de los dogmas cristianos –con su “círculo sagrado”, que comprendía textos bíblicos, jerarquía clerical y aristocracia hereditaria– y del pensamiento clásico34. Con la Ilustración sobrevino la centralidad del hombre, al lado del individualismo, el liberalismo, el desarrollo de la ciencia, la tolerancia religiosa y el advenimiento de la cultura de los derechos individuales. Todas estas ideas alimentaron las revoluciones liberales en Estados Unidos y en Francia. En su fase avanzada, la Ilustración produjo su representante más prominente, IMMANUEL KANT, el celebrado y reverenciado autor de un complejo y sofisticado sistema de pensamiento. KANT definió la Ilustración como la salida del ser humano de su autoimpuesta inmadurez35. Algunas de las ideas de KANT serán objeto de un debate más amplio en el presente trabajo.

			Al lado de los marcos religiosos y filosóficos ya identificados, existe un marco histórico significativo, que fue decisivo para delinear la noción actual de dignidad humana: los horrores del nacionalsocialismo y del fascismo, y la reacción que ellos provocaron después del final de la Segunda Guerra Mundial. En la reconstrucción de un mundo moralmente devastado por el totalitarismo y por el genocidio, la dignidad humana fue incorporada al discurso político de los victoriosos como una de las bases para una largamente aguardada era de paz, democracia y protección de los derechos humanos36. La dignidad humana fue entonces importada al discurso jurídico debido a dos factores principales. El primero de ellos fue la inclusión en diferentes tratados y documentos internacionales, así como en diversas constituciones nacionales, de referencias textuales a la dignidad humana. El segundo factor corresponde a un fenómeno más sutil, que se volvió más visible con el pasar del tiempo: la ascensión de una cultura jurídica post-positivista, que volvió a acercar el derecho a la moral y a la filosofía política, mitigando la separación radical impuesta por el positivismo anterior a la Segunda Guerra Mundial37. En esa teoría jurídica renovada, en la cual la interpretación de las normas jurídicas es fuertemente influenciada por hechos sociales y valores éticos, la dignidad humana desempeña un papel prominente. Se concluye aquí, entonces, el breve esbozo de la trayectoria religiosa, filosófica, política y jurídica de la dignidad humana. Esta trayectoria marca el sentido contemporáneo de esta idea.

			II. DERECHO COMPARADO, DERECHO INTERNACIONAL Y DISCURSO TRANSNACIONAL

			1. La dignidad humana en las constituciones y en la jurisprudencia de diferentes países

			A pesar de su relativa prominencia en la historia de las ideas, fue solo al final de la segunda década del siglo XX que la dignidad humana comenzó a aparecer en los documentos jurídicos. Las primeras referencias se encuentran en la Constitución de México (1917) y en la Constitución alemana de la República de Weimar (1919)38. Antes de alcanzar su apogeo como símbolo humanista, la dignidad estuvo presente en escritos de naturaleza menos democrática, tales como el esbozo de constitución del mariscal Pétain (1940), en Francia, elaborado durante el periodo de colaboración con los nazis39, y la Ley Constitucional decretada por FRANCISCO FRANCO (1945), durante la larga dictadura española40. Después de la Segunda Guerra Mundial, la dignidad fue incorporada a importantes documentos internacionales, como la Carta de las Naciones Unidas (1945), la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y otros numerosos tratados y pactos que desempeñan un papel central en los debates actuales sobre derechos humanos. Más recientemente, la dignidad recibió atención especial en la Carta Europea de Derechos Fundamentales (2000) y en el esbozo de la Constitución Europea (2004).

			En relación al derecho constitucional doméstico, especialmente después de la Segunda Guerra Mundial, numerosas constituciones adoptaron un lenguaje que exige la protección de la dignidad. Este es el caso de las constituciones de países como Alemania, Italia, Japón, Portugal, España, Sudáfrica, Brasil, Israel, Hungría y Suecia, entre muchos otros. En algunos países, algunas referencias a la dignidad humana son hechas en los preámbulos de las constituciones, como ocurre con Irlanda, India y Canadá. En Canadá, por ejemplo, a pesar de la inclusión de la dignidad en el preámbulo y no en el texto principal de la Constitución, la Corte Suprema ha empleado el concepto de dignidad en diversas decisiones41. En otros países, como Estados Unidos y Francia, no hay referencia textual a la dignidad en la Constitución, lo que no impide, sin embrago, que la Corte Suprema y el Consejo Constitucional invoquen su fuerza normativa y argumentativa en las decisiones que profieren42. Es generalmente reconocido que la configuración de la dignidad como un concepto jurídico tiene sus orígenes más directos en el derecho constitucional alemán. De hecho, la Ley Fundamental de 1949 dispone en el artículo I (1): “La dignidad humana debe ser inviolable. Respetarla y protegerla será deber de toda la autoridad estatal”43. Esa disposición es seguida por el artículo II (1), que anuncia la idea correspondiente que se convirtió en una de las piezas centrales de la jurisprudencia alemana (aunque este aspecto no esté totalmente claro fuera de Alemania): “Toda persona deberá tener derecho al libre desarrollo de su personalidad, en la medida que no viole los derechos de terceros, ni infrinja el orden constitucional o la moralidad”. Basados en esas disposiciones, el Tribunal Constitucional Federal Alemán y los juristas alemanes desarrollaron una jurisprudencia y un marco teórico que ha influido en decisiones judiciales y escritos doctrinales en todo el mundo44.

			De acuerdo con el Tribunal, la dignidad humana se ubica en la cúspide del sistema constitucional, representa un valor supremo, un bien absoluto, a la luz del cual cada uno de los otros elementos debe ser interpretado45. Considerada como el fundamento de todos los derechos más básicos46, la cláusula de la dignidad posee una dimensión subjetiva y una objetiva, y reviste a los individuos de ciertos derechos e impone determinadas prestaciones positivas al Estado47. En varias ocasiones, el Tribunal ha enfatizado que el concepto de ser humano, en la Ley Fundamental, involucra un equilibrio entre el individuo y la comunidad48. Basado en ese entendimiento de la dignidad humana, el Tribunal Constitucional Federal alemán ha proferido un conjunto amplio y variado de decisiones que incluyen: la definición del alcance del derecho a la intimidad, tanto con respecto a la protección contra el Estado49 como contra la interferencia en la órbita privada50; la prohibición de la negación del Holocausto51; el entendimiento de que la pena de cadena perpetua no puede desconocer la capacidad individual para la rehabilitación y la reinserción social52; la garantía del derecho de un demandante que había realizado una cirugía de cambio de sexo para ver su nuevo género reflejado en el registro de nacimiento; la prohibición de derribar aeronaves secuestradas por terroristas que podrían pretender utilizarlas como armas contra las personas53, y la declaración de que es inconstitucional para el Estado despenalizar el aborto (“caso Aborto I”)54, decisión que fue revisada después de la reunificación de Alemania para permitir una mayor flexibilidad en la regulación de la materia (“caso Aborto II”)55. Esos son, es claro, apenas algunos ejemplos representativos. Como se trata de un concepto atractivo de textura abierta, existe siempre el riesgo de abuso o banalización. Una buena parte de los cerca de 5.000 recursos constitucionales interpuestos todos los años ante el Tribunal Constitucional invoca la dignidad humana para cuestionar decisiones que involucran discusiones más mundanas, como el uso obligatorio del cinturón de seguridad, el costo de la calefacción residencial y las reglas del servicio social56.

			En Francia, la dignidad humana no aparece en el texto de la Constitución de 1958. Fue apenas en 1994 cuando el Consejo Constitucional, combinando diferentes pasajes del Preámbulo de la Constitución de 1946, proclamó que la dignidad era un principio con valor constitucional57. Los autores franceses, con mayor o menor entusiasmo, han hecho referencia a la dignidad humana como un elemento necesariamente subyacente a todo el derecho positivo francés58, como un concepto, al mismo tiempo, fundante, fundamental y normativo59, y como la piedra filosofal de todos los derechos fundamentales60. Su primera aparición fue en una decisión que reconoció la constitucionalidad de dos leyes aprobadas por el parlamento, que regían la donación de órganos humanos y la fertilización in vitro61. Desde entonces, el principio de la dignidad humana ha sido invocado en diferentes contextos, desde la declaración de que la vivienda digna para todas las personas es un valor constitucional62 hasta la validación de leyes que permiten el aborto durante las primeras doce semanas de embarazo63. Más recientemente, el Consejo Constitucional reconoció la constitucionalidad de dos leyes controvertidas, votadas por el Parlamento: una de ellas vuelve ilegal el uso, en público, de velo que cubra integralmente el rostro, incluida la burka islámica64; la otra ley prohíbe el matrimonio entre personas del mismo sexo65. Aunque la dignidad humana no haya sido explícitamente mencionada en ninguna de esas decisiones, ella estaba claramente en cuestión, en la medida que ambas materias tenían que ver con la libertad religiosa, la igualdad y las escogencias existenciales.

			Otras cortes superiores francesas han examinado casos de gran complejidad moral que involucran el sentido y el alcance de la dignidad humana. El Consejo de Estado (Conseil d’État), a su vez, ha señalado que la actividad de entretenimiento practicada en ciertas casas nocturnas, conocida como “lanzamiento del enano”, debía ser prohibida. Esta decisión ocasionó una gran polémica en todo el mundo y será discutida en la sección III del presente trabajo. En 2000, en el caso Perruche, la Corte de Casación (Cour de Cassation) profirió una decisión extremadamente polémica. En ella reconoció el “derecho de no nacer” y garantizó a un niño, representado por los padres, una indemnización por el hecho de haber nacido parcialmente ciego, sordo y con un trastorno mental severo. Un error del laboratorio hizo que este fallara en detectar que la madre había contraído rubéola, como ella lo había sospechado. La madre había manifestado el deseo de interrumpir su embarazo en caso de que cualquier problema fuera detectado66. En otro caso que ganó notoriedad, el Tribunal de Gran Instancia de Créteil reconoció a Corinne Parpalaix el derecho de realizar una inseminación artificial con el esperma que su difunto marido había depositado en un banco de semen antes de someterse a una cirugía de alto riesgo67.

			En la jurisprudencia de la Corte Suprema de Canadá, la dignidad humana es un concepto bastante recurrente, citado en decenas de casos68. Ella ha sido reconocida como un valor fundamental, subyacente tanto al common law como a la Carta de Derechos y Libertades de 1982[69], pero no como un derecho fundamental autónomo70. La Corte también ha destacado que la dignidad humana tiene una dimensión comunitaria y está acompañada de un conjunto de de responsabilidades71. En muchas decisiones, los jueces han invertido esfuerzos considerables en el intento de definir los contornos jurídicos de la dignidad humana, y con frecuencia han utilizado ese concepto como una herramienta argumentativa en la interpretación y aplicación de derechos particulares consagrados en la Carta. Por ejemplo, la dignidad humana estuvo en el centro de discusiones cargadas moralmente que involucraban la declaración de incompatibilidad con la Carta de ciertas disposiciones del Código Penal que prohibían el aborto72, la negación del derecho al suicidio asistido para personas en estado terminal73 y la obligación de llevar a cabo una transfusión de sangre para un niño incluso contra la voluntad de sus padres, que alegaron objeciones religiosas para oponerse a ese procedimiento74. De manera directa o indirecta, la dignidad humana también estuvo marcadamente presente en decisiones que involucraban los derechos a la intimidad y contra la autoincriminación75, la negación de conceder la protección de la libertad de expresión a comentarios antisemitas de un profesor de escuela pública76 y la penalización de la posesión de material relacionado con pornografía infantil77. Aunque no se mencionó expresamente, la dignidad humana también fue el concepto que estuvo en la base de la decisión que reconoció la validez del matrimonio homosexual78. En medio del complejo debate respecto de la despenalización de drogas “blandas”, la Corte Suprema de Canadá rechazó el argumento de que el uso de la marihuana consistía en la escogencia legítima de un modo de vida particular79. La misma Corte también consideró que la prohibición de las comunicaciones públicas con propósito de prostitución era una decisión válida y compatible con la Carta80.

			En Israel, la dignidad humana se convirtió en un concepto constitucional en 1992[81]. A lo largo de los años, la dignidad ha sido percibida como un valor supremo –aunque no absoluto–, así como un derecho específico82. La Ley Fundamental protege la dignidad del individuo como un miembro de su comunidad83 y, por lo tanto, también funciona como una restricción sobre otros derechos84. Muchos casos decididos por la Corte Suprema invocan la dignidad en su fundamentación, algunas veces en situaciones menos controvertidas, como el derecho de un hombre a dejarse crecer la barba85, el derecho de una familia a llevar a cavo el funeral de su pariente fallecido86, el derecho a la paternidad87 y el derecho de un cónyuge a recibir auxilio88. Por otro lado, la peculiar situación de Israel, cercada por vecinos agresivos desde su fundación, ha llevado a casos más dramáticos, que involucran cuestiones morales altamente complejas. Una de ellas involucró la discusión sobre la detención prolongada de prisioneros libaneses, que no representaban una amenaza a la seguridad nacional, como moneda de cambio en negociaciones por el retorno de soldados israelíes que habían desaparecido en El Líbano. Después de cierta hesitación, la Corte finalmente consideró que esta práctica era inaceptable, debido a los daños que causaba sobre la dignidad humana89. Otro caso delicado llevó a una decisión que reafirmó la absoluta prohibición de la tortura, sin excepciones y sin espacio a ponderaciones, incluso en la hipótesis de interrogatorio de sospechosos de terrorismo90.

			Existen precedentes en todos los lugares. En Sudáfrica, en donde la dignidad está expresamente incluida en la Constitución, ella ha sido considerada tanto como un valor fundacional como un derecho exequible91. La dignidad humana ha sido utilizada por la Corte Suprema de Sudáfrica en diferentes contextos, como en los casos en que declaró la inconstitucionalidad de la pena de muerte92, acogió una ley que permitía el aborto durante el primer trimestre de embarazo93, dejó sin vigencia una legislación que penalizaba las relaciones homosexuales94, y estimó contrario a la igualdad prohibir a una joven usar un arete en la nariz, práctica asociada con su religión y tradición cultural, el hinduismo95. En dos casos ampliamente difundidos, relacionados con la aplicación de los derechos sociales, la Corte se pronunció sobre el acceso a la vivienda digna (caso Grootboom)96 y sobre el suministro de agua (caso Mazibuko), con base en la dignidad humana97. En Latinoamérica, la Corte Suprema de Brasil ha invocado la dignidad humana en una amplia gama de situaciones atinentes al derecho a no autoincriminarse98, la prohibición de tortura y de tratos inhumanos, crueles y degradantes99, el derecho a no ser esposado injustificadamente100, la falta de protección constitucional para el discurso antisemita101 y la acogida de medidas de igualación en beneficio de personas con discapacidades102. En escenarios más controvertidos, la Corte ha interpretado extensivamente el concepto de dignidad humana, en decisiones que declararon la constitucionalidad de leyes que permitieron la investigación con células madre embrionarias103, garantizaron el derecho al acceso a medicamentos y tratamientos costosos para demandantes de bajos ingresos104, y acogieron las demarcaciones de reservas indígenas hechas por el gobierno105. En Colombia, la Corte Constitucional, a diferencia de cortes constitucionales de otros países, como Canadá y Sudáfrica, por ejemplo, consideró la prostitución voluntaria como una profesión legítima106.

			2. La dignidad humana en los tratados y en la jurisprudencia internacionales

			Sería posible seguir mencionando precedentes de jurisdicciones de todo el mundo, como las de España, Portugal, Polonia, Hungría, Argentina y México, entre muchos otros países. Pero el punto ya quedó claro: la dignidad humana, consagrada expresamente o no en el texto constitucional, se ha convertido en un instrumento argumentativo poderoso para tribunales constitucionales y cortes supremas de diferentes continentes. El caso de Estados Unidos será tratado en un acápite específico. Ahora se verificará cómo la dignidad humana se ha convertido en una idea omnipresente también en el derecho internacional. De hecho, la dignidad humana ha sido preeminentemente insertada en el preámbulo o en el texto de una gran cantidad de declaraciones y tratados, algunos de ellos ya mencionados en el presente trabajo, incluyendo la Carta de la ONU (1945), la Declaración Universal de los Derechos del Hombre (1948), la Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (1965), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1978), la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (1979), la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (1981), la Convención contra la Tortura y Otros Tratamientos Crueles, Deshumanos o Degradantes (1984), la Convención de Derechos del Niño (1989), la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2000), y la Carta Árabe de Derechos Humanos (2004), entre otros. Muchos de esos documentos son aplicados directamente por Cortes Internacionales, tales como la Corte Europea de Justicia, la Corte Europea de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

			La Corte Europea de Justicia (CEJ), el tribunal de mayor rango en la Unión Europea, con sede en Luxemburgo, ha utilizado el concepto de dignidad humana para fundamentar sus decisiones en una variada selección de casos. En una demanda de anulación de una directriz relativa a la protección jurídica de las invenciones biotecnológicas, la CEJ afirmó, invocando la dignidad humana, que ni el cuerpo humano ni ninguno de sus elementos pueden constituir invenciones patentables107, que la presunción de inocencia y la protección del sigilo profesional exigen “respeto a la reputación y a la dignidad” de los individuos involucrados108, y que el empleador viola el deber de respetar la dignidad al despedir a un empleado debido a una cirugía de cambio de sexo109. Una discusión compleja sobre la dignidad en el derecho europeo se dio en el caso Omega. El litigio involucraba la prohibición por parte de las autoridades alemanas de Bonn de una instalación conocida como “Laserdrome”, usada para juegos que simulan actos de homicidio, con el disparo sobre blancos humanos mediante un rayo laser. Una empresa británica suministraba el equipo para el juego, cuya explotación pretendía adelantar una empresa alemana mediante un acuerdo de franquicia. El acuerdo estaba listo para la firma. Un tribunal alemán refrendó la prohibición sosteniendo que el “juego de la muerte” era una afrenta a la dignidad humana. La cuestión sometida al CEJ era si las disposiciones sobre la libertad de prestar servicios y el libre movimiento de mercancías, contenidas en el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, habían sido violadas. La Corte consideró que Alemania podía tener un sistema de protección de la dignidad humana diferente del adoptado en otro Estado miembro, y que no era necesario que los Estados miembros compartieran las mismas concepciones de un determinado valor o derecho fundamental. En otras palabras, la dignidad humana podría tener diferentes significados y alcances dentro de las jurisdicciones domésticas de la Unión Europea110.

			La Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH), con sede en Estrasburgo, fue instituida para aplicar la Convención Europea sobre Derechos Humanos (1950)111. Aunque la Convención no incorpore expresamente el concepto de dignidad humana en su texto, la CEDH ha empleado frecuentemente la dignidad humana como un importante elemento en su interpretación del documento112. En el conocido caso Tyrer, la CEDH consideró que la decisión proferida por un tribunal de menores del Reino Unido de someter a una menor de quince años de edad a castigos corporales (“tres azotes con vara”) violaba el artículo 3 de la Convención sobre Derechos Humanos. A pesar de que el castigo no redundara en efectos “graves o de larga duración”, “constituía una agresión a (…) la dignidad de la persona y la integridad física”. Para apoyar esa conclusión, la Corte aludió, en particular, al hecho de que la joven “fuese tratada como un objeto en poder de las autoridades”113. A lo largo de las décadas siguientes, la Corte consideró que la dignidad producía efectos en casos como el de un hombre que tardó nueve años en obtener el divorcio debido a innumerables acusaciones infundadas en relación con su salud mental114; en el rechazo de la inmunidad conyugal para la acusación de estupro115; en el uso de fuerza excesiva contra un prisionero116; en relación con las condiciones de vida o de detención degradantes117; en la persecución penal de la conducta homosexual privada y consentida entre adultos118, y en el caso en que el Reino Unido no permitió legalmente el cambio de sexo a un transexual, en contra de su derecho a la intimidad119. En 1997, sin embargo, la Corte acogió una decisión de la Cámara de los Lores del Reino Unido según la cual el consentimiento no era una defensa válida contra acusaciones de lesiones y agresiones penales ocurridas en el contexto de participación voluntaria en actividades sadomasoquistas realizadas en un contexto privado. La Corte observó que “la protección de la vida privada significa la protección de la intimidad y de la dignidad de la persona, no la protección de su degradación o la promoción de la inmoralidad criminal”120.

			La Corte Interamericana de Derechos Humanos es una institución autónoma de la Organización de los Estados Americanos, cuyo objetivo es la interpretación y aplicación de la Convención Americana de Derechos Humanos. Esa Corte también ha citado la dignidad en muchas ocasiones, con respecto, por ejemplo, a la violencia psicológica, sexual y física contra reclusos en una cárcel peruana121; al confinamiento solitario y otras formas de encarcelamiento en condiciones inhumanas122; a desapariciones forzadas123 y ejecuciones extrajudiciales124. La Corte ha observado también que la dignidad desempeña un papel no solo en la caracterización del daño causado por violaciones a los derechos humanos, sino también en la responsabilidad del Estado en la reparación del daño. Y es así porque una violación de los derechos humanos hiere “la dignidad y el respeto debidos a cada ser humano (…) [L]a punición de quien llevó a cabo el acto restablece la dignidad y la autoestima de la víctima (…) y de la comunidad”125. En 1999, la Corte consideró que el derecho fundamental a la vida “no solo incluye el derecho de cada ser humano a no ser privado de su vida arbitrariamente, sino también el derecho a acceder a las condiciones que garantizan una existencia digna”126. A finales de 2010, la Corte decidió que crímenes contra la humanidad perpetrados por la dictadura militar en Brasil (asesinato, tortura y desaparición forzada de personas), de 1964 hasta 1985, debían ser investigados judicialmente y castigados. Esta decisión invalidó la Ley de Amnistía que fue promulgada por el Congreso y refrendada por el Supremo Tribunal Federal127.

			3. La dignidad humana en el discurso transnacional

			La influencia del derecho de un pueblo, ciudad, Estado, república o imperio sobre otros conjuntos políticos es un fenómeno que se remonta a tiempos antiguos, posiblemente anteriores a la ley mosaica. El derecho de la Ley de las Doce Tablas (siglo V a.C.) fue el marco inicial de la perenne influencia del derecho romano sobre la tradición jurídica occidental, que recorrió todo el camino hasta los pandectistas alemanes y más allá. En el siglo XIX, el Código de Napoleón (1804) en Francia, así como el pensamiento jurídico alemán teórico-general (especialmente después de la década de 1850), proporcionaron un fuerte impulso a la globalización del derecho y del pensamiento jurídico en el mundo moderno, con gran impacto en la Europa continental y en las Américas128. En el siglo XX, especialmente después de la Segunda Guerra Mundial, el derecho norteamericano creció en relevancia e influencia alrededor del mundo129. El derecho constitucional norteamericano, en particular –que siempre se basó en la supremacía de la Constitución (y no del Parlamento), en derechos fundamentales directamente aplicables y en el control judicial de constitucionalidad de las leyes–, se convirtió en ejemplo para la mayoría de las democracias, tanto las tradicionales como las nuevas130. Hacia finales del siglo XX, el fenómeno de los “trasplantes jurídicos” –la importación por un país del derecho y de las instituciones jurídicas desarrolladas en otro131– devino un elemento cada vez más importante de la rutina de desarrollo de los diseños institucionales. En alguna medida, el hecho de que el derecho, el pensamiento jurídico y los diseños institucionales estén transitando más allá de las fronteras políticas y geográficas no es nuevo. La novedad que será resaltada aquí se refiere a la manera como la jurisprudencia de unos países ha adquirido influencia en el desarrollo de la de otros.

			Tribunales constitucionales y cortes supremas de todo el mundo empezaron a involucrarse en un creciente diálogo constitucional132 que implicaba citas mutuas, conferencias de intercambio académico133 y organización de fórums públicos como la Comisión de Venecia134. Dos factores han contribuido a la profundización de ese proceso. En primer lugar, los países en los que el Estado de derecho fue instaurado más recientemente se apoyan, con frecuencia, en la experiencia de democracias más sedimentadas. En las últimas décadas hemos observado olas de democratización en diversas partes del mundo: en Europa en los años 1970 (Grecia, Portugal y España), en Latinoamérica en la década de 1980 (Brasil, Chile, Argentina) y en Europa Central y Oriental en los años 1990. Órganos como la Corte Suprema de Estados Unidos y el Tribunal Constitucional Federal de Alemania han desempeñado, como sería de esperar, un significativo papel de modelos para esas nuevas democracias. Aunque el flujo de ideas sea más intenso en un sentido que en otro, también es verdad que, como en cualquier otra forma de intercambio, esta es una avenida de doble vía135. También es importante notar que algunas cortes que fueron instituidas más recientemente, como la Corte Suprema de Canadá y la Corte Constitucional de Sudáfrica, devinieron “particularmente influyentes” y son a menudo citadas por otras cortes136.

			El segundo factor involucra el intercambio de experiencias entre las democracias más maduras y tradicionales. Sociedades plurales y altamente complejas afrontan desafíos en áreas que van desde la seguridad nacional hasta cuestiones religiosas, raciales y sexuales. Controversias, ideas, argumentos jurídicos, inferencias morales y propuestas de solución son similares y recurrentes en todo el mundo, y las visiones y percepciones de los jueces de un país pueden enriquecer el razonamiento de los jueces de otras jurisdicciones. Decisiones judiciales extranjeras pueden ofrecer nuevas informaciones y perspectivas, y también ayudar en la construcción de consensos137. Parece ser ese el caso en relación con la pena de muerte (con excepción de Estados Unidos) y, en alguna medida, también con el aborto (Estados Unidos, Alemania, Francia y Canadá, entre otros, poseen legislación similar en esa materia). Como algo intuitivo y libre de cualquier sospecha, las decisiones judiciales extranjeras tienen apenas una autoridad persuasiva; no son vinculantes. Solo ese hecho ya sería suficiente para alejar cualquier especie de temor provinciano. En determinadas ocasiones, el abordaje comparativo puede ser utilizado en salvamentos de voto, para demostrar que razones locales, culturales, sociales o políticas deberían llevar a soluciones diferentes.

			No es difícil encontrar ejemplos de ese diálogo entre las cortes de diferentes países. La Corte Suprema de Canadá, por ejemplo, ha citado concepciones de la dignidad humana de cortes extranjeras o de tribunales internacionales en la discusión de varios casos. En Kindler v. Canadá, un caso en que se discutió sobre la extradición de un condenado estadounidense que podría ser condenado a muerte, los salvamentos de voto mencionaron la abolición de la pena capital en Reino Unido, Francia, Australia, Nueva Zelanda, en la antigua Checoslovaquia, Hungría y Rumania como un refuerzo del “reconocimiento internacional de la importancia de la dignidad humana”138. En R. v. Morgentaler139, que dejó sin vigencia ciertas disposiciones del Código Penal que autorizaban el aborto, la Corte hizo referencia a precedentes de la Corte Suprema de Estados Unidos y del Tribunal Constitucional Federal de Alemania. En R. v. Smith140, la Corte decidió que la pena mínima de prisión obligatoria prevista por la Ley de Control de Narcóticos no superaba el test de proporcionalidad y constituía una punición cruel e inusual. En su salvamento de voto, el juez MCINTYRE escribió que él habría estimado la compatibilidad de la ley con la Carta con referencia a muchos casos de la Corte Suprema de Estados Unidos sobre la materia al voto vencedor del juez BRENNAN en Furnan v. Georgia. En R. v. Keegstra, un caso que acogió la prohibición del discurso del odio –o hate speech– como una limitación legítima a la libertad de expresión, la Corte citó diversos pronunciamientos de la Comisión Europea de Derechos Humanos sobre la materia141. Es interesante observar que la decisión de la Corte Suprema de Canadá en el caso Rodríguez142, en el cual se negó a reconocer el derecho al suicidio asistido, fue mencionada por la Corte Europea de Derechos Humanos en Pretty v. United Kingdom, un caso similar que involucraba a una mujer que estaba paralizada y que sufría de una enfermedad degenerativa incurable, a cuyo marido le fue negada una solicitud de inmunidad penal para que pudiera ayudarla a realizar su deseo de cometer suicidio143.

			En India, la Corte Suprema frecuentemente cita precedentes de la Corte Suprema de Estados Unidos, en una variedad de diferentes contextos. En un caso en el que se discutía acerca de la redistribución de tierras, los derechos fundamentales y los límites del poder de reformar la Constitución, se llegó a una decisión que contenía diversas referencias a la dignidad del individuo y que promovió un intenso debate sobre la doctrina estadounidense según la cual el cambio de orientación jurisprudencial consolidada solo se aplica hacia el futuro (“prospective overruling”)144. En otra sentencia, la Corte declaró la inconstitucionalidad de una ley que prohibía que las mujeres fueran empleadas en cualquier estabelecimiento donde se consumieran bebidas alcohólicas, inclusive en los hoteles. La decisión tuvo en consideración el parámetro estadounidense de un escrutinio más estricto de discriminación de género, acompañado de una larga cita de un salvamento de voto de la juez GINSBURG145. En Sudáfrica, la Corte Constitucional ha citado diversas decisiones de la Corte Suprema de Canadá, en casos sobre el derecho de las mujeres a la igualdad, con la justificación de que las discriminaciones injustas violan la dignidad humana individual, e igualmente en asuntos sobre la pena de muerte, con una justificación similar, es decir, que tal práctica también viola la dignidad humana. En una decisión sobre el aborto, proferida por la Corte Suprema de Polonia, el juez LECH GARLIKCI, al votar en oposición a la mayoría, citó un precedente del Tribunal Constitucional de España que describía la dignidad humana como un “valor moral y espiritual inherente al ser humano y expresado, en particular, en la consciente y responsable autodeterminación de cada persona sobre su propia vida, lo que justifica la exigencia de respeto hecha a terceros”146. El juez citó así mismo un caso de 1975, de la República Federal de Alemania, para apoyar su argumento acerca de la dignidad del feto humano147.

			En Estados Unidos, la “atención al juicio de otras naciones” fue recomendada en el Federalista nº 63[148], así como en algunas de las más antiguas decisiones de la Corte Suprema149 y de otras cortes federales, que eran frecuentemente influenciadas por el derecho inglés150. A lo largo de los años, sin embargo, las referencias a leyes y precedentes extranjeros se tornaron relativamente escasas151. De este modo, a finales del siglo xx algunos observadores diagnosticaron cierto aislamiento y provincianismo de los juristas y de las cortes estadounidenses152. Pero con el cambio del siglo, nuevos vientos comenzaron a soplar. En 1999, al disentir en una negativa de certiorari en Knight v. Florida153, un caso que involucraba la ejecución de prisioneros que habían pasado cerca de veinte años en el corredor de la muerte, el juez STEPHEN BREYER citó casos de India, Zimbabue, Canadá, Sudáfrica y de la Corte Europea de Derechos Humanos154. En 2002, el juez JOHN PAUL STEVENS, en opinión acorde con la mayoría en Atkins v. Virginia155, hizo una mención vaga al derecho extranjero cuando afirmó que “en el ámbito de la comunidad mundial, la imposición de la pena de muerte para crímenes cometidos por personas con deficiencia mental es ampliamente reprobada”156. Esa simple referencia provocó fuertes reacciones de los jueces SCALIA, REHNQUIST y THOMAS157. En 2003, durante los argumentos orales de Grutter v. Bollinger158, la juez RUTH BADER GINSBURG planteó la cuestión sobre cómo otros países trataron el tema de las acciones afirmativas y, en su salvamento de voto, citó dos convenciones de derecho internacional sobre discriminación159.

			La decisión paradigmática sobre esa materia, debido a sus significativas innovaciones160, fue Lawrence v. Texas161, otro caso juzgado en 2003. En Lawrence, la Corte Suprema declaró inconstitucional una ley de Texas que penalizaba la sodomía y superó explícitamente el precedente de Bowers v. Hardwick162. En su voto mayoritario, el juez ANTHONY M. KENNEDY argumentó que “el razonamiento y la tesis jurídica que se extrae de BOWERS han sido rechazados en otros lugares”, citando la decisión de la Corte Europea de Derechos Humanos en Drudgeon v. United Kingdom163. Y añadió que “otras naciones han realizado acciones coherentes con la protección afirmativa de los derechos de los homosexuales adultos que se involucran en conductas íntimas consensuales”164. En una dura divergencia, coherente con su visión expresada en Atkins, el juez SCALIA criticó el debate sobre puntos de vista extranjeros como “datos sin sentido” y añadió que la Corte “no debe imponer a los estadounidenses humores, manías o modas extranjeras”165. Asumiendo otra postura, la juez SANDRA DAY O’CONNOR alabó las referencias al derecho extranjero e internacional en diversos discursos y comentarios suyos166. En una decisión de 2005, Roper v. Simmons167, el juez KENNEDY hizo nuevas menciones a las visiones extranjeras para reconocer la “oposición de la opinión pública internacional con respecto a la condena a muerte de jóvenes”, añadiendo que “la opinión de la comunidad internacional, aunque no vincule nuestro resultado, ofrece respeto y apoyo significativo a nuestras propias conclusiones”168. En sus sabatinas en el Senado Federal estadounidense, tanto el actual juez presidente JOHN ROBERTS como el juez SAMUEL ALITO expresaron su oposición al uso de esas referencias. A pesar de eso, las amenazas legislativas de prohibir la utilización de derecho extranjero por parte del poder judicial y de convertir esa práctica en una infracción susceptible de impeachment acabaron no ganando impulso169. Queda claro, por lo tanto, que dos diferentes abordajes “coexisten incómodadamente”170 dentro de la Corte Suprema: la “jurisprudencia nacionalista”, que rechaza cualquier referencia a precedentes extranjeros e internacionales; y la “jurisprudencia transnacional”, que permite dichas referencias. Debería prevalecer el segundo abordaje, que es más cosmopolita, progresista y “venerable”171.

			III. LA DIGNIDAD HUMANA EN LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

			No hay referencia expresa a la dignidad humana en el texto de la Constitución de Estados Unidos172. A pesar de eso, desde mediados de los años 1940 ese concepto ha ganado influencia en la jurisdicción constitucional estadounidense173, siguiendo la tendencia mundial descrita anteriormente. Aunque la Corte Suprema de Estados Unidos haya usado el término “dignidad” en pocos casos174, solo con los salvamentos de voto del juez FRANK MURPHY en Screws175, Yamashita176 y Korematsu177 el concepto fue expandido para incluir las nociones de dignidad del hombre, así como de dignidad humana, de forma más general. La primera aparición de la expresión “dignidad humana” en un voto mayoritario fue en Rochin v. California178. Aunque algunos votos de la Corte Suprema todavía hagan referencia a la dignidad, principalmente en el contexto de la inmunidad soberana, es decir, en el sentido de dignidad del Estado179, análisis estadísticos presentan un crecimiento en el uso de la expresión “dignidad humana” desde el final del siglo XX180. Algunos autores relacionan ese hecho con la presencia del juez WILLIAM BRENNAN en la Corte y con su visión de la dignidad humana como un valor básico, un principio constitucional y una fuente de derechos y libertades individuales181. Como se verá en los precedentes discutidos a continuación, la dignidad humana nunca ha sido considerada en la argumentación de los miembros de la Corte Suprema como un derecho fundamental particular o autónomo, sino como un valor subyacente tanto a los derechos explícitos como a los no mencionados en la Constitución y sus enmiendas, como los derechos a la intimidad y a la igualdad, a la protección contra penas crueles, inhumanos y degradantes y contra la autoincriminación, entre otros. Por lo tanto, el papel de la dignidad humana ha sido, sobre todo, el de informar la interpretación de derechos constitucionales específicos182.

			MAXINE D. GOODMAN identificó ocho categorías de casos en los cuales la Corte Suprema ha asociado explícitamente la dignidad humana con exigencias constitucionales específicas183, a veces fundamentando sus decisiones en la necesidad de promocionar la dignidad humana, y otras veces rechazando la prevalencia de ese argumento. Esas categorías son:

			1. La defensa de la libertad por la Decimocuarta Enmienda, y el correspondiente derecho a la intimidad en cuanto al matrimonio, la contracepción, los actos íntimos y la procreación;

			2. La igualdad ante la ley prevista en la Decimocuarta Enmienda con respecto al igual acceso a la educación y a lugares de acceso público;

			3. La prohibición por la Quinta Enmienda de la producción obligatoria de pruebas por parte de una persona contra ella misma;

			4. La protección de la Cuarta Enmienda contra registros o incautaciones arbitrarias;

			5. La protección de la Quinta Enmienda contra penas crueles, inhumanas y degradantes;

			6. La prerrogativa individual, resultado de la cláusula de igual protección o del debido proceso, previstas en la Decimocuarta Enmienda, de escoger cómo y cuándo morir, en los casos en que la muerte es inminente;

			7. El derecho, resultado de la cláusula de igual protección del debido proceso legal prevista en la Decimocuarta Enmienda, de recibir asistencia económica del gobierno;

			8. La defensa de la libertad de expresión por la Primera Enmienda y el derecho contrapuesto de un individuo a proteger su imagen pública184.

			Es en el contexto del derecho a la intimidad, resultado de la protección de la libertad por la Decimocuarta Enmienda, que la dignidad humana probablemente ha ejercido una función de mayor relieve en la jurisprudencia de la Corte Suprema. Es verdad que la dignidad no fue expresamente invocada en los primeros casos paradigmáticos del tema, como Griswold v. Connecticut185, que invalidó una ley que prohibía el uso de contraceptivos por personas casadas, y Roe v. Wade186, que garantizó el derecho de la mujer a realizar un aborto en los dos primeros trimestres187 del embarazo. Aun así, se puede deducir claramente del razonamiento de la Corte en ambos casos que las ideas centrales subyacentes a la dignidad –autonomía y libertad para realizar elecciones personales– fueron esenciales a esas decisiones. Algunos autores llegan a sostener que la intimidad es un “término impropio” y que la dignidad es una expresión más adecuada al derecho en cuestión188. En un caso posterior sobre el aborto, que parcialmente enmendó la doctrina de Roe v. Wade y revisó el marco constitucional que regula esa materia, Planned Parenthood of Southeastern Pennsylvania v. Casey189, el voto conjunto de los jueces O’CONNOR, KENNEDY y SOUTER190 mencionó explícitamente la dignidad humana, así como lo hicieron el juez Stenvens en un salvamento de voto191 y el juez SCALIA en una disidencia incisivamente redactada192. En Stenberg v. Carhart193, otro caso sobre el aborto, el juez STEPHEN BREYER, con cuya opinión coincidió la mayoría de la Corte, también citó el concepto de dignidad194. Entretanto, fue en Lawrence v. Texas195 –la decisión que reformó la doctrina de Bowers v. Hardwick196 y garantizó el derecho a la intimidad sexual para parejas homoafectivas– que la dignidad humana tuvo su papel de mayor importancia en un caso juzgado por la Corte. Al redactar el voto mayoritario, el juez ANTHONY M. KENNEDY invocó la dignidad humana en diferentes pasajes del texto197:

			Es suficiente para nosotros reconocer que los adultos pueden elegir entrar en esa relación en los confines de sus casas y de sus propias vidas privadas y aun mantener su dignidad como personas libres (…)

			(Citando Casey) Estas cuestiones, que involucran las elecciones más íntimas y personales que una persona puede hacer en su vida, elecciones centrales para la dignidad personal y la autonomía, son capitales para la libertad protegida por la Decimocuarta Enmienda (…)

			Ese crimen, ciertamente, es apenas una contravención clase C, un delito menor en el sistema legal de Texas. Aun así, continúa siendo un delito con todas las consecuencias que de él deriven para la dignidad de las personas acusadas198.

			Del mismo modo, aunque el derecho a la igualdad, previsto en la Decimocuarta Enmienda, ratificada en 1868, haya experimentado una turbulenta historia, también viene oscilando gradualmente en la dirección de la democracia y de la dignidad humana. A comienzos del siglo xix, el derecho al voto era limitado por la raza, el género y por exigencias patrimoniales en la mayoría de los estados norteamericanos199. A lo largo del siglo XX, los derechos de las mujeres fueron progresivamente conquistados: desde el derecho al sufragio, que la Decimonovena Enmienda instituyó en 1920[200], hasta derechos a un tratamiento igual al de los hombres, obtenidos de manera fragmentada en casos como Reed v. Reed201 y Frontiero v. Richardson202. Esas dos decisiones no mencionaron la dignidad humana en su fundamentación. Sin embargo, algunos otros precedentes que trataron directamente de la discriminación sexual se refirieron expresamente a ese concepto203. La idea de dignidad humana se tornó aún más importante en el contexto de la discriminación racial. En Brown v. Board of Education204, una de las más celebradas decisiones judiciales de la historia de Estados Unidos, la Corte Suprema no se refirió expresamente a la dignidad humana. Aunque ya fue debidamente reconocido que ese concepto estuvo claramente en el trasfondo de aquella decisión unánime que prohibió la segregación en las escuelas públicas205, en la cual el juez WARREN, que expresó la opinión de la Corte, declaró que “la política de separación de razas es normalmente interpretada como denotativa de la inferioridad de los negros”206. Diez años después, en Heart of Atlanta Motel, Inc. v. United States207, un caso que involucraba discriminación en el acceso a habitaciones de hotel, la Corte hizo dos referencias a la dignidad al tiempo que mantuvo la Ley de los Derechos Civiles. Fue en una decisión posterior, no obstante, que la Corte volvió aún más clara la lógica implícita en sus decisiones sobre discriminación racial desde Brown: las clasificaciones basadas en la raza “degradan la dignidad y el valor de la persona”208.
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